
	 1	

 
A LA SALA DE LO SOCIAL DE LA AUDIENCIA 

NACIONAL 
 

DON MIGUEL ÁNGEL GARRIDO PALACIOS, Letrado del ICAM, 

con nº de colegiado 84.295, en representación del sindicato 

CONFEDERACION GENERAL DEL TRABAJO (CGT), con 

domicilio en la calle Sagunto 15.1º, CP 28010 de Madrid, cuyo 

poder notarial ya obra depositado ante la Sala, mediante el 

presente escrito comparezco ante la Ilustrísima Sala y como mejor 

proceda en Derecho 

 

DIGO 

 

Que mediante el presente escrito y en la representación que 

ostento vengo a formalizar DEMANDA DE IMPUGNACION DE 
DESPIDO COLECTIVO, de conformidad con el artículo 124 de la 

Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, frente a los firmantes del 

acuerdo: 

 

• INDRA BPO SERVICIOS S.L.U. en nombre de su 

representante/s legal/es, con domicilio a efecto de 

notificaciones sito en Avenida de Bruselas, 35, Alcobendas 

CP 28108 Madrid. 
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• UNION GENERAL DE TRABAJADORES (UGT) con 

domicilio a efecto de notificaciones sito en la Avenida de 

América nº 25-7ª planta, C.P. 28002 de Madrid, con teléfono 

91 589 71 00 y dirección de correo electrónico: 

ugt@madrid.ugt.org. 

 

• COMISIONES OBRERAS (CCOO) con domicilio a efecto de 

notificaciones sito en la Plaza Cristino Martos número 4-3, 

C.P. 28015 de Madrid, con teléfono 91 536 53 15 y dirección 

de correo electrónico: ccoo@ccoo.es . 

 

• UNION SINDICAL OBRERA (USO) con domicilio a efecto 

de notificaciones sito en la calle  Príncipe de Vergara 13 

Madrid, CP 28002, con teléfono  915 77 41 13 y dirección de 

correo electrónico: uso@uso.es. 

 

Asimismo deben ser citadas: 

• VODAFONE ONO S.A.U. en nombre de su 

representante/s legal/es, con domicilio a efecto de 

notificaciones sito en Avenida de América 115, CP 

28042 de Madrid. 
 

• VODAFONE ESPAÑA S.A.U. en nombre de su 

representante/s legal/es, con domicilio a efecto de 

notificaciones sito en Avda. América 115, 28042 

Madrid 

Igualmente debe ser parte: 
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• MINISTERIO FISCAL conforme preceptúa el artículo 177 de 

la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social. 
 

Se basa la demanda en los siguientes 

 

HECHOS 

 

PRIMERO.- Indra BPO Servicios S.L.U. es una empresa cuyo 

objeto principal es la actividad del Contact Center. 

Los  centros de trabajo afectados por el Despido Colectivo 

radican en Valencia, Madrid y Barcelona. 

 

SEGUNDO.- Existe la siguiente representatividad conforme a la  

presencia en los comités de empresa  en los centros afectados 

por el despido colectivo: 

Barcelona: 16 representantes de CCOO. 

Madrid: 14 representantes de UGT. 

Valencia: 4 representantes de CGT, 4 representantes de UGT, 3 

de CCOO y 2 representantes de USO. 

 

TERCERO.- Con fecha 9 de junio de 2016 la empresa notifica a la 

representación legal de los trabajadores y a la sindical la decisión 

de la empresa de iniciar el procedimiento de despido colectivo en 

el seno de la misma. 
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En dicha comunicación se señala que el motivo de dicho 

despido colectivo es la resolución unilateral por parte de Vodafone 

Ono S.A.U. y Vodafone España S.A.U. de los contratos de 

prestación de servicios de atención telefónica a clientes y servicios 

de activación, técnico y back office que la compañía tenía con este 

cliente. 

 

Los centros de trabajo afectados son el Alcalá 506 sito en la 

calle Alcalá 506 de Madrid, el centro Interface sito en la calle 

Tánger 99 de Barcelona y el centro Traginers sito en la avenida 

del mismo nombre de Valencia. 

 

CUARTO.- El pasado día 17 de junio de 2016 se constituye la 

comisión negociadora del procedimiento de despido colectivo en 

Indra BPO Servicios S.L.U. Se acuerda que el banco social esté 

integrado por la representación sindical en concreto por 9 

miembros de CCOO, 2 de UGT, 1 de USO y 1 de CGT, todo ello 

conforme se acordó en la reunión de los sindicatos presentes en 

la empresa de fecha 16 de junio de 2016. 

En dicha comunicación se  otorga entre otra documentación 

la siguiente: el informe técnico, la memoria explicativa, los criterios 

tenidos en cuenta para la designación de los trabajadores 

afectados, documento que recoge el número de trabajadores 

afectado, documento que recoge el numero y clasificación 

profesional de los trabajadores del centro de trabajo afectados, 

plan de recolocación externo. 
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En la meritada  reunión este sindicato solicita la siguiente 

documentación complementaria a la aportada por la empresa: 

-  contratos mercantiles suscritos con Vodafone. 

- información respecto a la aplicación del convenio colectivo 

de Contact Center en el centro de trabajo de Valencia y no en el 

de Madrid y Barcelona. 

- Información de las extinciones producidas al amparo del 

articulo 17 del Convenio Colectivo. 

- Gestiones realizadas por la empresa respecto a la 

aplicación del articulo 18 del Convenio Colectivo de Contact 

Center. 

- Volumen de llamadas entrantes tras la solicitud del 

requerido que da lugar a la extinción de los contratos de duración 

determinada. 

QUINTO.- Con fecha 20 de junio de 2016 se reúne la empresa 

con el comité de empresa de Valencia. 

La empresa en esta reunión informa de que va a extinguir 

una serie de contratos de trabajo al amparo del articulo 17 del 

Convenio Colectivo de Contact Center por reducción de la obra. 

En concreto defiende que ha habido una bajada en los servicios 

de Ono Masivo, Vodafone Fibra y Vodafone XDSL del 47,93%. En 

total son 72 extinciones contractuales que se efectúan entre el 1 y 

el 4 de julio de 2016 que no se incorporan al expediente de 

regulación de empleo cuando precisamente por la misma causa 

como es la pérdida del contrato con Vodafone se está siguiendo el 

procedimiento de despido colectivo. A estos despidos se les 
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deben sumar 38 extinciones del mismo origen efectuadas por la 

empresa con fecha 7 y 10 de junio de 2016. 

Dichas extinciones se basan como reconoce la empresa, en 

una previsión de descenso de llamadas para el mes de julio por la 

comunicación efectuada por el cliente Vodafone sobre la 

terminación del servicio y no en una disminución real del volumen 

de trabajo tal y como exige el articulo 17 del vigente convenio 

colectivo del sector de contact center.          

SEXTO.- Con fecha 22 de junio de 2016 se efectúa la segunda 

reunión en el seno de la comisión negociadora del despido 

colectivo. 

 En la reunión CGT consigna en el acta que la empresa ha 

actuado de mala fe al haber acudido a 72 extinciones anticipadas 

(las relatadas en el hecho quinto de la demanda) sin haberlas 

incorporado al procedimiento de despido colectivo. A estas 

extinciones se les suman las 38 detalladas en el Hecho Quinto de 

la demanda haciendo un total de 110 extinciones no contempladas 

en el procedimiento de despido colectivo. 

Igualmente, este sindicato remarcó que como ya había 

precisado en la reunión del 17 de junio, no cabe acudir al artículo 

17 para la extinción de dichos contratos, puesto que no concurre 

una disminución efectiva y real del volumen de llamadas, sino la 

finalización del servicio. De avalarse el proceder de la empresa se 

adulteraría la naturaleza del contrato de obra al verse adulterado 

por la comunicación del cliente para extinguir el contrato 

quedando el cumplimiento del contrato al arbitrio de una de las 

partes, esto es, la empresa. Cabe reseñar que como consta en el 

acta por parte de la RLT la empresa efectúa estas extinciones 
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habiéndolo ocultado a esta mesa negociadora puesto que en la 

reunión del 17 de junio nada se dijo en este sentido. 

En aras de la buena fe CGT plantea a la empresa que 

revoque las comunicaciones de extinción de los contratos de obra 

y servicio y mantenerlos hasta fin de contrato o acudir a la vía del 

despido objetivo, en este sentido es importante reseñar que UGT 

comparte nuestro planteamiento. 

Respecto a la solicitud documental planteada por CGT en la 

reunión anterior, la empresa se niega a aportar los contratos 

mercantiles con Vodafone. Aparte de una mera manifestación 

genérica a supuestas clausulas de confidencialidad, se señala por 

la empleadora que los contratos son muy numerosos y 

voluminosos como razón de no entrega de los mismos. Ante dicha 

respuesta CGT insiste en la necesidad de que se aporte esta 

documentación puesto que hay mucho fraude en la contratación y 

es crucial disponer de dichos contratos para cotejar dicho fraude, 

así como el uso fraudulento del artículo 17 del convenio colectivo 

de sector con las extinciones no traídas al procedimiento de 

despido colectivo. La empresa al respecto señala que entiende 

que la solicitud de los mismos radica en la posibilidad de controlar 

la temporalidad de los contratos por obra y servicio determinado. 

Asimismo, respecto a la aplicación del artículo 18 del 

convenio colectivo de sector (posibilidad de subrogación de los 

trabajadores afectados) la empresa señala que ha contactado con 

Vodafone y Marktel pero que no se contempla dicha subrogación. 

CGT solicitó la siguiente documentación: las cuentas 

provisionales del grupo Indra así como el volumen de facturación 

de dichos servicios y trabajadores adscritos a los mismos, 
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información sobre el volumen de empleo, información sobre las 

horas extras en 2016, contrataciones temporales desde el 1 de 

enero de 2016. 

Mi mandante manifestó la posible vulneración del derecho a 

la huelga convocada en el centro de trabajo de Valencia desde el 

6 de junio en adelante, por el desvío de llamadas efectuada 

durante los paros convocados por las centrales sindicales en el 

centro de trabajo de Valencia como medida de presión ante este 

procedimiento de despido colectivo y solicita a la empresa que 

explique a que es debida la disminución de la carga de trabajo 

efectivo y que aporte toda la documentación relativa a este hecho 

dado que esta huelga ha sido consensuada por todos los 

sindicatos presentes en el centro de trabajo de Valencia y forman 

parte los mismos del Comité de Huelga. 

SEPTIMO.- Con fecha 29 de junio de 2016 se produce la tercera 

reunión del periodo de consultas. 

   La empresa en primer lugar, se ratifica en su actuación 

respecto a las 110 extinciones en base al artículo 17 del Convenio 

Colectivo del Sector de Contact Center. Igualmente sigue sin 

facilitar los contratos mercantiles con Vodafone. 

  CGT insiste en que la empresa debe aportar un listado de 

trabajadores convertidos a indefinidos desde el 1 de enero de 

2016. Este dato es crucial puesto que estos trabajadores deberían 

ser indefinidos, pudiendo verse afectados trabajadores por las 

extinciones operadas por el artículo 17 del convenio colectivo así 

como los trabajadores no incluidos en el ERE pero a los que se  

les va a extinguir el contrato por Indra. 
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En este sentido, CGT expresa su decepción por la escasa 

documentación aportada por la empresa hasta la fecha. De  nuevo 

se vuelve a insistir en la necesidad de los contratos mercantiles 

para la correcta conformación de la causa. Pese a la falta de 

documentación, CGT avanza como muestra de buena fe la 

posibilidad de la recolocación interna teniendo en cuenta el nivel 

de formación del personal que proviene de Contact Center. 

Entre otras propuestas la empresa propone siendo aceptada 

por el banco social, la creación de una subcomisión sobre 

contratación temporal que estudie los contratos que se puedan 

hallar en fraude de ley. 

OCTAVO.- Con fecha 1 de julio de 2016 se produce la cuarta 

reunión en el marco del procedimiento de despido colectivo. 

  La empresa en esta reunión informa que Vodafone no ha 

autorizado a que los contratos sean entregados a los 

representantes legales de los trabajadores y que aporta un listado 

de los contratos y su duración (a todas luces insuficiente para la 

pretensión que esta parte manifestó desde el inicio del periodo de 

consultas). Igualmente informa que a día 1 de julio de 2016 se han 

publicado 31 vacantes en Indra BPO e Indra BPO Servicios y 44 

vacantes en Indra Software Labs. En dicho acto también  informa 

que desde el 1 de enero de 2016 se han  convertido 68 contratos 

temporales en indefinidos.  

CGT se reitera en su solicitud de los contratos mercantiles 

suscritos por la empleadora y Vodafone, incidiendo en  que es una 

información esencial para poder chequear el fraude de ley en 

íntima relación con la causa del expediente. En concordancia con 

lo anterior se solicita que la empresa aporte la contestación 
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negativa por parte de Vodafone. Asimismo se manifiesta que no 

se ha entregado el volumen de las llamadas solicitadas en 

pasadas reuniones en especial las jornadas de huelga por la 

posible vulneración de un derecho fundamental. 

También solicita el sindicato accionante de esta demanda 

más información respecto a la existencia de mayores contratos de 

negocio  cuyo objeto es el Contact Center y que la empresa 

esconde. En concreto hay un centro de trabajo en Barakaldo que 

presta servicios para Euskaltel. Todo esto ante la perspectiva de 

activar un mayor numero de colocaciones y evitar o aminorar el 

impacto del Despido Colectivo. 

De la contestación de la empresa queremos resaltar que,  a 

la interpelación hecha por nuestros representantes, la empresa 

reconoce la existencia de la campaña de Barakaldo pero que se 

requiere el conocimiento del euskera. 

NOVENO.- El 7 de julio de 2016 se celebra la quinta reunión en el 

marco del periodo de consultas. 

 En primer lugar la empresa informa que fruto de la reunión 

del día 5 de julio en el marco de la subcomisión de contratación se 

ha consensuado un listado de 18 trabajadores cuyos contratos 

temporales van a ser convertidos en indefinidos. En este sentido, 

añade que a propuesta de la Representación de los Trabajadores 

va a convertir como indefinidos los 24 contratos temporales  

adscritos al servicio BOU de Valencia. 

La empresa así mismo actualiza las ofertas de trabajo 

alcanzando el número de 142, así como 44 vacantes en Indra 

Software Labs. Asimismo manifiesta que hay un total de 317 
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puestos vacantes. Igualmente respecto a la posible vulneración 

del derecho de huelga señala que poca información puede aportar 

y que en su caso será responsabilidad de Vodafone. Señala que 

las partes se aparten de estas cuestiones y se centren en el 

periodo de consultas, obviando que se engloba dentro del mismo 

la posible vulneración del derecho fundamental a la huelga. 

Igualmente, la mercantil viene a cargar contra CGT por 

haber interpuesto dos conflictos colectivos en relación con la 

correcta aplicación del articulo 17 del vigente Convenio Colectivo. 

Es en esta reunión cuando CCOO valiéndose de su mayoría 

sindical en el banco social plantea que dicho sindicato realizará un 

referéndum vinculante en los centros de trabajo afectados. 

CGT vuelve a reiterarse en la ilegal aplicación del artículo 17 

de Contact Center por parte de la empresa. Asimismo señala que 

la empresa se comprometió a dar la información pertinente sobre 

el derecho de huelga en el acta y que ahora se desdice pudiendo 

ser coparticipe de dicha vulneración. CGT vuelve a reiterarse en la 

necesidad de poder examinar los contratos mercantiles suscritos 

con Vodafone para poder determinar el alcance de la temporalidad 

en la empresa y recuerda las contradicciones en las que ha caído 

la empresa respecto al número de campañas.  

Este sindicato señala igualmente que del análisis del 

Informe Técnico no hay detalle ni argumentación de las causas 

sino una mera disputa entre accionistas. Vuelve a señalar que la 

solución al ERE pasa por la subrogación y en su defecto la 

aplicación del artículo 18 del convenio colectivo de Contact 

Center. Todo ello en relación con el volumen de la empresa, con 

mas de 40 campañas y mas de 2.000 trabajadores, que hace 
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razonable la recolocación de los trabajadores afectados y resalta 

la formación de los trabajadores en su mayoría títulos 

universitarios o técnicos superiores facilitarían las recolocaciones. 

Ante las propuestas de los distintos sindicatos, la empresa 

cierra señalando que el contrato con Vodafone se resuelve el 22 

de julio de 2016, que facilitará todos los medios para la 

celebración del referéndum propuesto por CCOO y reconoce que 

lo que subyace de fondo es la pugna entre Telefónica (accionista 

de la matriz Indra) con Vodafone. 

 

DECIMO.- Con fecha 8 de julio de 2016 CGT interpuso 2 

denuncias ante la Inspección de Trabajo. 

En la primera se venía a poner en conocimiento la 

vulneración del derecho a la huelga a los trabajadores de Indra 

BPO Servicios S.L.U.  En dicho escrito se ponía en conocimiento 

de la Autoridad Laboral que los trabajadores del centro de trabajo 

de Valencia convocaron paros parciales para los días 

6,8,10,13,15, 17,20, 22, 24, 27 y 29 de junio haciéndose extensivo 

a varios días de julio. Pues bien, tal y como reconoció la empresa 

en el periodo de consultas, se produjo una reducción en el 

volumen de llamadas que no obedecía a causas normales sino 

probablemente relacionadas con la convocatoria de huelga. 

En la segunda denuncia se ponía en conocimiento de la 

Inspección de Trabajo el fraude operado por la empresa en la 

extinción de los 112 contratos al margen del procedimiento de 

despido colectivo amparándose en el artículo 17 del convenio 

colectivo de contact center. 
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DECIMOPRIMERO.- La sexta reunión del periodo de consultas se 

produce el 11 de julio de 2016. 

La empresa informa que respecto a las posibles 

recolocación de trabajadores Konecta, esta última ha contestado 

en el sentido que ningún trabajador ha aceptado prestar servicios 

en dicha empresa. 

En esta reunión CGT insiste en que la empresa no está 

haciendo las debidas gestiones con Marktel y Konecta para el 

cumplimiento del artículo 18 del Convenio Colectivo de Contact 

Center. 

Se vuelve a reiterar por esta parte que la negociación es 

fraudulenta desde el principio puesto que no se han incluido los 

110 trabajadores que han sufrido la extinción de su contrato de 

trabajo vía artículo 17 del convenio colectivo.  

En otro orden de cosas se pone de manifiesto que la 

empresa está poniendo trabas a las recolocaciones priorizando los 

despidos. Se vuelve a insistir en la cualificación de los 

trabajadores para no tener que acometer tal volumen de despidos. 

 

DECIMOSEGUNDO.- La séptima reunión del periodo de consultas 

se celebra con fecha 13 de julio de 2016. 

 La empresa trasmite una serie de información entre la que 

se hace constar que el perímetro del despido es de 400 

trabajadores, a descontar las vacantes que se cubran. Igualmente 

se incluyen los 18 contratos temporales convertidos tras la reunión 
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de la subcomisión, los 24 trabajadores provenientes del bou y 3 

trabajadores mas identificados por UGT. 

Se precisa que en Indra BPO se han producido 149 

vacantes, en ISL 46 y en Indra Sistemas 131. Asimismo señala 

que se han producido 47 recolocaciones. 

La empresa ofrece una indemnización de 25 días por año de 

servicio entre otras condiciones complementarias como las 

recolocaciones.  

CGT considera que respecto a las recolocaciones se atisba 

mala fe por la empresa puesto que liga las mismas a la firma del 

acuerdo. De nuevo vuelve a remarcar que se han ignorado las 

peticiones de información de esta parte: los contratos mercantiles 

como Vodafone, la lista de distribución del personal afectado y el 

volumen de llamadas recibidas. Reitera la incorrecta aplicación del 

artículo 17 del Convenio Colectivo de Sector, tampoco ha actuado 

para el cumplimiento del artículo 18 del convenio y que se haga un 

esfuerzo en las recolocaciones.  

Respecto al referéndum de los trabajadores que se propone 

CGT considera que se encuentra en situación de inferioridad al no 

conocer la lista de distribución de los trabajadores afectados por el 

Despido Colectivo y manifiesta que el referéndum no es 

vinculante. Asimismo hace constar que no hay tiempo para que 

los trabajadores puedan hacer una valoración adecuada del 

referéndum. 

 A continuación la empresa traslada una oferta final de una 

indemnización de 30 días de salario por año de servicio, afectando 

a un máximo de 400 trabajadores (descontando los trabajadores 
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que acepten ser recolocados) a ejecutar entre el final del periodo 

de consultas y el 5 de agosto de 2016. Esta propuesta se firma en 

forma de preacuerdo por la empresa y CCOO, UGT y USO, no 

firmando CGT considerando que no concurren las causas y que 

no condiciona su decisión al referéndum porque no se desarrolla 

en las condiciones optimas para que los trabajadores puedan 

expresarse. 

DECIMOTERCERO.- Que con fecha 15 de julio de 2016 se 

celebró un referéndum entre los trabajadores de Indra BPO 

Servicios S.L.U.  El resultado global fue de 237 si, 82 no, 2 en 

blanco y 2 en nulo. 

DECIMOCUARTO.- La octava y última reunión del periodo de 

consultas se celebró el 18 de julio de 2016. 

 La empresa informa que se han producido 53 

recolocaciones. Sorprende un número tan bajo cuando en la 

ultima reunión se informó que existían un total de 32 vacantes. 

 En la misma CGT vuelve a manifestar que el referéndum no 

es vinculante puesto que a los trabajadores solo se les ha dado 24 

horas para pronunciarse. 

 UGT, CCOO y USO firman finalmente dicho acta prueba de 

conformidad con el acuerdo. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

JURIDICO PROCESALES 

 

I. COMPETENCIA 

 

Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 8.1 segundo párrafo de la 

Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, es competente para el 

conocimiento de la presente demanda la Sala de lo Social de la 

Audiencia Nacional, por versar su objeto sobre la impugnación 
de un Despido Colectivo con efectos en centros de trabajo 
superiores al ámbito de una Comunidad Autónoma, esto es 
Barcelona, Madrid y Valencia. 

 

II.- PROCEDIMIENTO. 

Debe sustanciarse la presente demanda por los trámites 

establecidos en el artículo 124 de la LRJS para la impugnación de 

despidos colectivos. 

 

III.- LEGITIMACION. 

Con arreglo a lo previsto en el artículo 124.1 de la Ley 

Reguladora mi patrocinada CGT está activamente legitimada para 

la interposición de la presente demanda, en tanto que ostenta una 

representación en la empresa con 4 miembros del Comité de 

empresa elegidos en el centro y siendo igualmente miembro de la 

comisión negociadora. 



	 17	

Con arreglo a lo que preceptúa el artículo 124.1 y 4 se dirige 

la demanda contra la empleadora. 

Igualmente se dirige la demanda contra las organizaciones 

CCOO, UGT y USO que  negociaron el despido, firmando sus 

representantes el acuerdo. 

 

JURIDICO-MATERIALES 

 

1.- Al amparo del artículo 124.2.a) de la LRJS por no haberse 
acreditado las causas alegadas por la empresa, y en todo 
caso, ser las medidas del despido manifiestamente 
desproporcionadas respecto de las causas alegadas. 

a) No concurrencia de la causa productiva. 

  La causa productiva ha de ser valorada en función de la 

documentación acreditativa de su situación presentada al inicio del 

periodo de consultas conforme al artículo 51.2 del ET donde se 

señala: “la comunicación a los representantes legales de los 

trabajadores y a la autoridad laboral deberá ir acompañada de 

toda la información necesaria para acreditar las causas 

motivadoras del despido colectivo en los términos que 

reglamentariamente se determinen.”  

Así como establece el artículo 2 del Real Decreto 

1483/2012, donde más específicamente se señala que: “El 

procedimiento de despido colectivo se iniciará por escrito, 

mediante la comunicación de la apertura del periodo de consultas 

dirigida por el empresario a los representantes legales de los 

trabajadores con el  contenido especificado en el artículo 3,  a la 
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que deberá acompañarse según la causa alegada, la 

documentación establecida en los artículos 4 y 5”. 

La alegación de la existencia de la causa productiva pivota 

en la pérdida o reducción de la contrata, si bien nuestra doctrina 

judicial viene admitiendo esta causa como pérdida de puestos de 

trabajo, no es menos cierto que el trabajador/a afectado pueda ser 

recolocado/a en otras dependencias del Grupo Indra o como en 

el presente procedimiento de DC en cumplimiento del artículo 18 

del convenio colectivo de CC para las personas trabajadoras del 

centro de trabajo de Valencia (Traginers) con 254 trabajadores y 

trabajadoras (toda la plantilla), donde las contratas Konecta y 

Marktel, vienen obligadas a absorber al menos el 90% de la 

plantilla. 

Del análisis de la memoria explicativa sólo encontramos 

manifestaciones genéricas y de dicho documento se extrae que 

del volumen de negocio y de plantilla del grupo Indra se podían 

haber acudido a otras medidas que no implicara la extinción de los 

contratos de trabajo como las recolocaciones o haber 

implementado un ERTE. 

La realidad de la mercantil INDRA, no es lo mismo que la 

realidad de otras mercantiles pequeñas, pues su tamaño es muy 

grande y, además su actividad principal es dedicación 

esencialmente a la subcontratación –propia o impropia-, ya que 

presta servicios para muchas empresas. En este sentido, en 

cuanto a la posibilidad de recolocación y con el nuevo 

procedimiento de Despido Colectivo, se ha pronunciado en varias 

Sentencias la Audiencia Nacional (SSAN 14.09.12 

núm.actuaciones 136/2012 y 30.09.2013 
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núm.actuaciones225/2013. También la STSJ Catalunya 

15.12.2014 rec.5559/2014. En este sentido estaríamos ante un 

mero ajuste coyuntural y no estructural a la vista de la dimensión 

del grupo, de las vacantes ofrecidas y/o ofertas de trabajo. 

En este supuesto, hemos de contemplar la no existencia de 
la causa productiva, por encontrarnos que la “pérdida de la 
contrata de Vodafone”, siendo la auténtica causa una disputa 
mercantil entre el accionariado de Indra y el accionariado de 
Vodafone. 

La ruptura unilateral del contrato se aduce “por razones 

estratégicas y de negocio”, sin justificar las mismas y, 

escondiendo que es una razón pura y dura de mercado, donde la 

presencia de Telefónica en el accionariado de Indra desde enero 

del 2015, es lo que le ha llevado a romper unilateralmente dicho 

contrato, para supuestamente colocarse en mejor posición 

respecto a su más directo competidor. 

La rescisión del contrato con Indra BPO Servicios y firmarlo 

a continuación con Marktel y Konecta, la empresa de “call center” 

del Banco Santander y el fondo PAI Partners” no deja de ser 

querer ganar posición competitiva a costa de desligarse de las 
responsabilidades para con los trabajadores y trabajadoras, 
es decir, asumir su subrogación, pues dichos trabajadores y 
trabajadoras están ligados a un servicio que conocen y 
desarrollan perfectamente, el servicio sigue existiendo y en 
consecuencia no existe causa productiva que avale el 
despido, pues la pérdida de la contrata no es producto de la 
desaparición del servicio, sino de la conducta de las 
empresas que por propia voluntad, culpa o negligencia han 



	 20	

decidido tal medida. (STSJ Catalunya 19.12.2013 núm. 

Actuaciones 25/2013) 

Si bien el artículo 38 de la Constitución Española permite la 

“libre voluntad empresarial para competir en el mercado”, que 

duda cabe que cuando esta actuación comporta dolo o abuso de 

derecho, como en el presente caso, sino culpa o negligencia como 

hemos señalado anteriormente, los derechos de los trabajadores y 

trabajadoras, más el empleo (artículo 35) no pueden ser violados 

de manera tan flagrante, quedando absoluta y meridianamente 

claro, que lo único que mueve la actuación de las mercantiles 
es un ahorro de costes de producción y, especialmente los 
costes laborales que para nada influye en la viabilidad de la 

Empresa. 

Nos encontramos que en este supuesto “la mera pérdida de 

la contrata” no resulta suficiente para que podamos concluir que el 

procedimiento de despido esté justificado, pues no concurre la 

causa justificativa para la extinción de los contratos de trabajo. 

Indra sostiene en su informe Técnico, a la vez que en la 

Memoria justificativa del procedimiento de despido colectivo que 

…”la prioridad de Indra BPO Servicios es minimizar el impacto 

sobre su activo humano. Sin embargo las conversaciones 

mantenidas al efecto tanto con Vodafone como con las nuevas 

adjudicatarias del Contrato de Vodafone, Marktel y Konecta, no 

han resultado concluyentes…”, lo cual resulta cuanto menos 

sorprendente, pues el artículo 18 del Convenio de Call Center es 

de obligado cumplimiento para todas las mercantiles y así 

establece en su apartado 2: 
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“Contratar a los trabajadores que han de integrar la nueva 

plantilla conforme a los siguientes criterios…el 90% de la nueva 

plantilla habrá de integrarse con trabajadores que estaban 

contratados en la campaña o servicio por la anterior empresa que 

llevaba la misma, y en principio siempre que hubieran estado 

prestando su trabajo durante más de doce meses en dicha 

campaña” 

Es decir nos encontramos con una norma de convenio 

colectivo que no es una obligación contractual, sino eso, una 

norma y que las mercantiles vienen obligadas a cumplir, no a 

“realizar conversaciones”, así que cualquier incumplimiento de 

dicha norma, conlleva una actuación fraudulenta, cuando no 

negligente. 

La Responsabilidad de los gestores, sobrepasa la “libre 

competencia”, encontrándonos en el supuesto de mero traslado a 

los y las trabajadoras y trabajadores de asumir todos los riesgos 

por ese injustificado “lucro de mercado”, atentando de esta 

manera contra derechos fundamentales y esenciales de las 

personas asalariadas. 

 

b) No concurrencia de la causa organizativa. 

Respecto a las causas organizativas la empresa no nos 

explica porque concurre dicha causa. Si acudimos a la memoria 

explicativa en su página 36 se señala que es la perdida de la 

actividad la que habilita la causa. 

Tal y como ha planteado el legislador y la jurisprudencia de 

interpretación se trata de una causa que responde a la aplicación 
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de criterios de racionalización y optimización del trabajo, cuestión 

que no se ha planteado ni siquiera por la empresa. 

En ningún caso se trata de cese de actividad sino de pérdida 

de una determinada contrata, considerando que en todo caso no 

concurra causa organizativa. 

 

C) Desproporción de la medida extintiva respecto a las causas 
alegadas. 

   

  En todo caso el despido colectivo efectuado por la empresa 

supone un daño muy superior para el colectivo de trabajadores 

afectados de las causas esgrimidas por la empresa. 

  

  Si acudimos a las actas del periodo de consultas 

comprobamos que el perímetro de trabajadores afectados por el 

despido es de 400. Asimismo comprobamos  que en la séptima 

reunión que existen 326 vacantes en la empresa. Este dato por si 

solo demuestra la desproporción entre las causas alegadas por la 

empresa y las medidas emprendidas. 

 

2.- Al amparo de lo previsto en el artículo 124.2 b) de la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Social, porque no se entregó 
toda la documentación prevista en el artículo 51.2. del ET. 

 

a) Infracción de lo previsto en el artículo 51.2. del ET y en el 

artículo 4.2. y 4.5. del Real Decreto 1483/2012. 
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Ello es así por el siguiente motivo: 

 

   En primer lugar se ha constatado la vulneración de la buena 

fe negociadora de la empresa por falta de documentación al 
haber  negado la información concerniente a los contratos 
mercantiles suscritos por Indra BPO Servicios S.L.U. con 
Vodafone. 

  La actuación de la empresa se caracteriza por la ausencia 

de buena fe, se reafirma a lo largo de todas las reuniones, pues 

pese haber sido solicitado de manera reiterada por la 

Representación Social, a la fecha de finalización del período de 

consultas se ha carecido de dicho documento acreditativo. 

Los trabajadores y los representantes de los trabajadores no 

han podido evaluar la causa y su alcance, es decir no han podido 

evaluar e identificar la causa y acreditar en los términos del ar. 4 

del reglamento, y mucho menos la Empresa ha podido probar su 

certeza o su realidad.  

Es de reseñar la desigualdad de información en el 

procedimiento puesto que la empresa en la memoria explicativa 

sin ningún tipo de ambages reconoce que del estudio de los 

contratos mercantiles se elabora dicho documento y a la 

representación legal de los trabajadores se les niega el examen 

de dicha información. 

 

Se trata de una información crucial que entronca con las 

causas esgrimidas por la empresa respecto a calibrar las 
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cláusulas que dichos contratos sostiene así como la posibilidad de 

conectar la contratación en fraude de ley existente en el seno de 

la empresa y que no ha sido incorporado al periodo de consultas 

tal y como ha defendido CGT. Es de aplicación en este sentido la 

reciente Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de mayo de 2013 

que entendió que la empresa debe aportar toda la información 

trascendente para tener una adecuada negociación encaminada a 

alcanzar un posible acuerdo y que dicha información no supone 

un numerus clausus respecto a la documentación que detalla el 

artículo 4.2. del RD 1483/2012 sino que se habrá de facilitar 

cualquier otra información pertinente. 

  Debemos concluir, como ha planteado la jurisprudencia, que 

determinadas conductas empresariales aparentemente ajenas al 

periodo de consultas pero con incidencia en el mismo pueden 

incurrir en el vicio de mala fe, véase la sentencia de la Audiencia 

Nacional de 15 de octubre de 2012. 

 

3.- Al amparo del artículo 124.2.c) por haberse adoptado el 
despido colectivo en fraude, dolo, coacción o abuso de 
derecho. 

Consideramos que la empresa ha actuado de forma 

fraudulenta en el Procedimiento de Despido Colectivo. 

 En primer lugar por no haber incorporado al despido 

colectivo a los 110 trabajadores a los que se les ha extinguido el 

contrato amparándose en el artículo 17 del Convenio Colectivo de 

Contact Center para evadir su inclusión en el procedimiento de 
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despido colectivo como desde el principio defendió el banco 

social. 

No podemos olvidar que dichas extinciones traen la misma 

causa que el despido colectivo; el cese de la prestación del 

servicio a Vodafone y se ejecutan entre el 1 y 4 de julio en, en 

pleno desarrollo del periodo de consultas. 

En este sentido traemos a colación la sentencia del Tribunal 

Superior de Justicia de Cataluña de 25 de julio de 2011. En dicha 

sentencia se sentaron los siguientes criterios que son de 

aplicación al caso de autos: 

En primer lugar el Fundamento de Derecho Segundo señala: 

“disponiendo el artículo 17 del Convenio que "podrá extinguirse el contrato de obra o 

servicio determinado en aquellos supuestos en que por disminución real del volumen 

de obra o servicio contratado, resulte innecesario el número de trabajadores 

contratados para la ejecución, en cuyo caso se podrá reducir el número de 

trabajadores contratados para la obra o servicio, proporcional a la disminución del 

volumen de la obra o servicio ", proporcionalidad de tipo aritmético que, por tanto, no 

está condicionada a otros posibles criterios de la empresa y que en este caso no ha 

sido respetada, por cuanto la disminución global del servicio según los hechos 

declarados probados de la sentencia de instancia ha sido de un total del 24,74% y el 

de los trabajadores objeto de la extinción de su contrato de trabajo del 36,64%, lo 

que representa un 48% más, correspondiéndole a la empresa la carga de la prueba 

de la necesidad de no cumplir en este caso el criterio de proporcionalidad aritmética 

establecida en el Convenio, de manera que en todo caso un 48% de la extinciones 

llevadas a cabo tendrían la consideración de ser equiparables a un despido 

improcedente, por lo que al desconocerse los criterios seguidos por la empresa para 

la extinción de los contratos, todas han de ser declaradas como despidos 

improcedentes.” 

 

Es decir, para aplicar el articulo 17 del Convenio Colectivo 

de Contact Center tenemos que estar ante una reducción real de 
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la obra lo que no concurre en nuestro caso puesto lo que sucede 

es que a raíz de la futura extinción del contrato mercantil con 

Vodafone la empresa extingue con anterioridad 110 contratos de 

trabajo, debiendo haberse incorporado estos despidos al 

procedimiento de despido colectivo. La actuación fraudulenta de la 

empresa es evidente puesto que se excluye a los trabajadores 

afectados de las condiciones del acuerdo y se impide apreciar la 

causa de forma conjunta a la representación legal de los 

trabajadores. 

 

4.- Al amparo del artículo 124. 2. d) al haberse adoptado el 
despido colectivo vulnerando derechos fundamentales. 

Estaríamos ante un caso de esquirolaje tecnológico puesto 

que como se ha detallado en el Hecho Sexto y Décimo de la 

demanda  se han producido desvíos de llamadas en perjuicio de 

los trabajadores y mermando el ejercicio del derecho de huelga 

como legitima medida de presión para evitar el procedimiento de 

despido colectivo.  

La empresa en el periodo de consultas viene a reconocer el 

descenso de llamadas derivado de su desvío siendo este el 

motivo por el que se demanda a Vodafone Ono S.A.U. y Vodafone 

España S.A.U. puesto que ante tal conducta podrían haber 

incurrido ante la vulneración del derecho fundamental a la huelga. 

 

En este sentido llamamos la atención de la actuación en el 

periodo de consultas de la mercantil Indra BPO Servicios S.L.U. 

que anunció que iba a aportar datos sobre la posible vulneración 
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del derecho a la huelga cuestión que no se cumplió pese al 

requerimiento del representante de CGT en la mesa negociadora. 

En este sentido invocamos los criterios defendido por la Sala 

a la que tengo el honor de dirigirme en sentencia de 12 de junio de 

2014, nº 108/2014, Fundamento de Derecho Noveno, sobre el 

despido colectivo en Coca Cola Iberia Partners S.A. y sus distintas 

embotelladoras. Asimismo nos referimos a la sentencia de la 

Audiencia Nacional 200/2015 de 30 de noviembre, entendemos en 

un caso análogo de vulneración del derecho a la huelga en la que 

se dictó por este motivo la nulidad de la medida de modificación 

sustancial implementada por la empresa. 

 Por todo lo expuesto, 

SUPLICO A LA SALA DE LO SOCIAL DE LA AUDIENCIA 
NACIONAL que teniendo por presentado este escrito junto a sus 

copias, admita todo ello, y en su virtud, tenga por formalizada en 

tiempo y forma DEMANDA DE IMPUGNACION DE DESPIDO 
COLECTIVO, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 124 de la 

LRJS frente a la empresa INDRA BPO SERVICIOS S.L.U., UGT, 
CCOO, USO, VODAFONE ESPAÑA S.A.U., VODAFONE ONO 
S.A.U. en la persona de sus respectivos representantes legales, 

así como frente al resto de representaciones sindicales señaladas 

en el encabezamiento de la demanda, la admita y curso su 

traslado a las partes, señalando fecha para la celebración de los 

actos de conciliación y en su caso juicio, y previo recibimiento del 

pleito aprueba y con estimación de los argumentos de nuestra 

demanda, dicte sentencia, por la que se declare la NULIDAD de la 

decisión extintiva o subsidiariamente la declare NO AJUSTADA A 
DERECHO, con los efectos inherentes en dicha declaración. 
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Por ser de Justicia de Hacer en Madrid a 29 de julio de 2016. 

 

PRIMER OTROSI DIGO, que interesa a esta parte se practiquen 

en el acto del Juicio los siguientes 

 

MEDIOS DE PRUEBA 

 

1.- INTERROGATORIO DE PARTE, para lo que deberá citarse a 

las demandadas en las personas de sus respectivos 

representantes legales en los domicilios sociales señalados en el 

encabezamiento de este escrito con el apercibimiento previsto en 

el artículo 304 de la LEC. 

 
2.- DOCUMENTAL para que la Sala se dirija mediante 

requerimiento a la Dirección General de Empleo del Ministerio de 

Trabajo para que aporte el procedimiento referenciado. 

 

3.- DOCUMENTAL MÁS, consistente  en que se libre atento oficio 

requiriendo a Indra BPO Servicios S.L.U. para que aporte todos 

los contratos de trabajo celebrados desde la comunicación de la 

apertura del expediente de regulación de empleo hasta la fecha de 

la vista oral así como los contratos mercantiles suscritos con  

Vodafone Ono S.A.U. , Vodafone España S.A.U. 
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4.- DOCUMENTAL MÁS MÁS, consistente en que se requiera 

tanto a Indra BPO Servicios S.L.U. como a Vodafone España 

S.A.U. para que aporten el tráfico de llamadas de los meses de 

mayo y junio de 2016. 

5.- MÁS DOCUMENTAL, consistente en los documentos que 

aportará esta parte en el momento procesal oportuno. 

6.- TESTIFICAL consistente en la declaración de los testigos que 

esta parte propondrá el día de la vista. 

A LA SALA SUPLICO DE NUEVO que tenga por propuestos los 

medios de prueba, los admita y haga lo pertinente ara su práctica. 

SEGUNDO OTROSI DIGO Que esta parte acudirá al acto de la 

vista representada y asistida de letrado. 

A LA SALA DE NUEVO SUPLICO, para que tenga por hecha la 

anterior manifestación a los efectos oportunos. 

TERCER OTROSI DIGO, que esta parte manifiesta su voluntad de 

cumplir todos los requisitos legales por lo que, 

A LA SALA DE NUEVO SUPLICO, para que tenga por hecha esta 

manifestación a los efectos previstos en el artículo 231 de la LEC. 

Por ser de Justicia de Hacer en lugar y sitio que reitero ut supra. 
 

Fdo. Letrado: 
 

Miguel Ángel Garrido Palacios 
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